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ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  
Y CIENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN

MANUEL ARENILLA SÁEZ
Universidad Rey Juan Carlos

Cuando en la actualidad se cuestiona la naturaleza científica de la Ciencia de 
la Administración se alude al debate académico que se viene produciendo sobre 
este hecho desde los años cincuenta del pasado siglo. Los términos de la debi-
lidad de la disciplina se fundamentan en la falta de especificidad de un objeto y 
una metodología propios y en que la investigación metodológica no ofrece co-
nocimiento fiable (Sánchez, 2001: 217 y ss.). A esas críticas se viene contestan-
do desde los estudiosos de la Ciencia de la Administración en el sentido de que 
cuenta con un objeto de estudio histórico, y que para la Administración pública 
existen, además del método positivo, el crítico y el interpretativo (White, 1986; 
Sánchez, 2001: 254).

Mientras se avanza en las cuestiones metodológicas, lo cierto es que es ne-
cesario estudiar cómo el poder público ejerce la dominación en la sociedad a 
través de unas instituciones, las Administraciones públicas, y unas personas 
específicas, políticos y empleados públicos. Para ello resulta imprescindible 
analizar el complejo de relaciones sociales en el que intervienen y en el que se 
integran y conocer cómo utilizan los medios disponibles para lograr sus fines. 
De esta manera, la identidad de la Administración pública como ciencia está 
determinada por lo que es y por cómo se administra (Baena, 2000: 40).

El que se pueda progresar en estos aspectos es debido al esfuerzo y la valio-
sa aportación de Mariano Baena del Alcázar, que ha logrado elevar unos estu-
dios anejos al derecho administrativo hasta un campo de conocimiento especí-
fico. Para ello ha tenido que profundizar en la singularidad de las élites 
administrativas (Baena, 1999) y elaborar un modelo de articulación de la Ad-
ministración en la sociedad y en el sistema político (Baena, 2000: 51 y ss.) so-
bre los que indudablemente se puede progresar sólidamente en la construcción 
de una ciencia propia. Baena nos ha aportado la base teórica sobre la que singu-
larizar el objeto de la Administración pública y relacionarlo con los otros ele-
mentos del sistema político y con el resto de los sistemas. 

En ocasiones, las distintas aportaciones al estudio de la Administración pú-
blica la desdibujan e instrumentalizan presentando una imagen demasiado efí-
mera. La incesante aportación de las disciplinas afines, los planteamientos teó-
ricos parciales y la necesidad de atender a algunos aspectos de la Administración, 
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como la eficiencia o las relaciones sociales, han ido relativizando su naturaleza, 
hasta el punto de que quizá hoy aparezca casi exclusivamente como una insti-
tución instrumental y dependiente de los sistemas político y económico. Esto 
puede explicar en parte su actual pérdida de legitimidad y de confianza y su 
alejamiento de las necesidades y referentes de los ciudadanos. En esta situación 
se precisa una reflexión profunda sobre los fines de la Administración pública, 
que deben ser coherentes con la forma de dar respuesta a los problemas sociales 
y de gestión pública. En definitiva, es preciso construir una teoría de la Admi-
nistración pública y para ello Mariano Baena nos ofrece un sólido punto de 
partida.

El propósito de este capítulo no puede ser el presentar el legado de Mariano 
Baena. Esto requeriría un trabajo amplio que excede de los requerimientos de 
esta obra, por lo que se han elegido dos temas centrales en la producción cien-
tífica de Baena que se desarrollan desde la perspectiva del autor del capítulo. El 
primero de ellos es la necesidad de construir parámetros de correcta administra-
ción o de buena administración a partir de la combinación de los factores y las 
funciones administrativas. Se trata de responder a la pregunta cómo se adminis-
tra. El segundo tema trata la función de la Administración pública en la confor-
mación social desde la teoría de la cúpula organizacional de Baena. Se integran 
en ella los aspectos decisionales y de eficacia en la gestión, así como una intro-
ducción a la formación de la cultura administrativa.

Poco es un capítulo y un libro homenaje para saldar el enorme débito que 
tengo contraído con el profesor Baena en lo personal y en lo académico. Queda 
la certeza de la continuidad de su obra y del reconocimiento de su gran labor 
científica y humana. 

1. ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN PÚBLICA

Los diversos enfoques que existen sobre la Administración pública tratan 
de explicar su naturaleza por lo que hace, por quién lo hace o por su adscrip-
ción institucional (McCurdy, 1986; Dunsire, 1999). El interés por el estudio de 
la Administración pública se justifica, no obstante, por su relación con los 
procesos políticos, por la función que cumple en el ejercicio del poder en la 
sociedad.

Lo que hace la Administración basta para que ésta sea merecedora de un 
estudio detenido, incluso para justificar la existencia de una disciplina científi-
ca que la tenga por objeto exclusivo. La realidad nos muestra que en todos los 
países de nuestro entorno existen divisiones administrativas del conocimiento 
científico ocupadas en su estudio, bien en exclusiva, bien como objeto de inte-
rés, aunque no principal. Se puede decir que el objeto es tan obvio por su volu-
men e interacción con la vida diaria de la sociedad que no necesitaría de más 
justificaciones sobre la necesidad de estudiarlo. Además, su existencia es de 
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carácter permanente, y cuando no llega a todos los ámbitos sociales o territoria-
les, la sociedad trata de crear estructuras organizativas y sociales que se aseme-
jan o acaban convirtiéndose en nuevas Administraciones públicas. La Adminis-
tración pública está ahí, interactuamos frecuentemente con ella y, en nuestros 
días, satisface una buena parte de nuestros intereses mediante normas y actua-
ciones concretas.

Pero la Administración no sólo es un objeto, sino que la forman personas, 
hasta el punto que es difícil distinguir entre éstas y aquélla. Además, esas per-
sonas tienen intereses propios y éstos pueden ser distintos de los intereses de la 
organización misma, de la sociedad o de los dirigentes políticos. Las discrepan-
cias o afinidades dan lugar a numerosas interacciones formales o informales 
que crean un tejido que excede del ámbito estricto de la organización adminis-
trativa para cubrir con más o menos densidad la sociedad en la que se encuentra 
y para la que actúa.

Aparece así un nuevo motivo de interés para estudiar la Administración 
pública más allá de lo que hace debido a su naturaleza institucional. Las rela-
ciones sociales y organizativas generadas resultan de interés como objeto de 
estudio. Sobre él se pueden proyectar las mismas disciplinas que estudiaban a 
la Administración pública como institución (Waldo, 1990; Crozier, 1984; Mer-
ton, 1990; North, 1990; Douglas, 1996; March y Olsen, 1997) u otras nuevas 
atraídas por un juego de relaciones que son de naturaleza análoga, aunque no 
idéntica, a las estudiadas en las organizaciones privadas, con las que la Admi-
nistración pública tiene evidentes semejanzas estructurales.

Además, la Administración pública no es única sino varia, circunstancia que 
también da lugar a un haz de relaciones de diversa naturaleza con otras institu-
ciones públicas. Cómo se relaciona, cuáles son los intereses en juego en esas 
relaciones y cómo afectan a cada Administración se convierte en un nuevo mo-
tivo de interés para diversas disciplinas académicas y científicas y que dentro 
de la Ciencia Política ha dado lugar al interesante campo de las relaciones inter-
gubernamentales y de la gestión intergubernamental (Dye, 1976).

El elemento común a todas esas facetas del mismo objeto «Administración 
pública» es su naturaleza. La mayor parte de las relaciones y acciones de la 
Administración pública implican el ejercicio del poder; por eso no es de extra-
ñar que se confundan en la percepción común las instituciones políticas y admi-
nistrativas, como también se confunden sus integrantes, aunque en este caso 
afecta al vértice superior de las organizaciones, incluyendo en éste a políticos y 
altos funcionarios. El ciudadano, así, se siente sometido a las instituciones po-
líticas y administrativas y a sus integrantes.

La naturaleza de las relaciones de dominación de la Administración pública 
sobre los ciudadanos individuales o sobre las organizaciones de la sociedad 
presenta un gran interés, en este caso por traslación a la Administración de las 
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relaciones y actuaciones propias de las instituciones políticas con las que se 
asemeja por su naturaleza pública (Debbasch, 1981; March y Olsen, 1989).

Nos encontramos con una realidad, la Administración pública, que puede 
ser considerada un mero instrumento al servicio del poder político o interactuar 
con autonomía con otros sistemas. Las distintas aproximaciones al objeto nos 
muestran a la Administración realizando actividades, ordenando la sociedad y 
a sus integrantes o relacionándose con personas o instituciones. Es decir, sabe-
mos con bastante precisión qué hace y, con menos certeza, cómo y por qué lo 
hace, pero esto no justifica por sí mismo la existencia de la Administración 
pública, y mucho menos en nuestros días.

A continuación se va a tratar de perfilar con más detalle el objeto Adminis-
tración pública a la luz de la finalidad política que cumple en el Estado y en la 
sociedad. 

1.1. La precisión del objeto

Si sustituimos la Administración pública por otras organizaciones sin natu-
raleza pública que realicen algunas de sus funciones, encontraremos que éstas 
pueden hacer la mayor parte de las actividades que hoy hace aquélla; de hecho 
lo hacen, y muchas veces en concurrencia. Las preguntas «qué», «quién», 
«cómo» y «por qué» no nos pueden revelar suficientemente la identidad de la 
Administración pública, puesto que en la actualidad y de forma imparable  
la actividad pública se desempeña en bastantes casos indistintamente por enti-
dades públicas o privadas, hasta el punto de que frecuentemente resulta difícil 
precisar cuál es la verdadera naturaleza de las organizaciones prestatarias; ade-
más, el recurso a distinguirlas atendiendo a los aspectos jurídico-formales ha 
dejado de ser útil en muchas ocasiones.

La confusión puede ser mayor si nos fijamos en los integrantes de las enti-
dades prestatarias de los servicios públicos. La naturaleza jurídica de su rela-
ción de empleo no nos arrojará demasiada luz, y tampoco lo harán los valores 
generales de su actuación, al menos en el nivel prestacional, que es el más nu-
meroso. Si nos detenemos en los dirigentes públicos y privados, observaremos, 
además, que pueden ser intercambiables –lo suelen ser– en el sentido más lite-
ral del término.

Se puede introducir algo de luz en las dificultades que existen para delimitar 
con precisión la naturaleza de la Administración pública si graduamos la im-
portancia de sus diversas facetas. Así, no parece que haya que colocar en el 
mismo rango de importancia, por ejemplo, las relaciones intra-organizativas y 
las que la Administración mantiene con la sociedad, aunque sea obvio que estén 
vinculadas. Lo mismo cabría decir de la no coincidencia total entre la regula-
ción normativa y los aspectos que tienen que ver propiamente con el ejercicio 
del poder en la sociedad. 
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La Administración concita muchas de las relaciones de poder existentes en 
la sociedad propiciando además que pueda ser ejercido en todo su alcance, aun-
que aquélla no haya intervenido en alguno de los procesos de la decisión polí-
tica. De ahí que se pueda decir que la naturaleza de la Administración pública 
es fundamentalmente política.

Las relaciones de poder deben responder a algo más que a las preguntas se-
ñaladas anteriormente. Las respuestas deben ser informadas por el «para qué». 
Para llegar a responder a esta pregunta tiene que establecerse una relación es-
pecífica entre la sociedad y los ciudadanos y las motivaciones de la acción ad-
ministrativa; es preciso que entre éstas exista la voluntad de conformar la socie-
dad y los ciudadanos de una forma determinada. Esta conformación de la 
sociedad no puede tener en exclusiva la finalidad de cumplir los objetivos ge-
néricos de la Administración pública, sino que debe responder a un modelo 
institucional permanente de ejercicio del poder y de articulación de la sociedad. 

La referencia necesaria y explicativa de la naturaleza de la Administración 
pública es el ejercicio de la dominación propia del poder político sobre la socie-
dad. La Administración aparece entonces como una institución principal del 
Estado en relación sistémica con otras instituciones públicas y privadas.

Centrada la naturaleza de la Administración pública en el Estado y en el 
ejercicio del poder, podemos ordenar la actividad administrativa y los enfoques 
que la estudian y justificar la existencia de una disciplina específica que la ten-
ga como objeto exclusivo, atendiendo a la finalidad, a su «para qué». Ahora 
bien, la esencia política de la Administración pública hace que sea de gran in-
terés su estudio por la disciplina científica que analiza las relaciones de poder 
en las instituciones políticas, entre éstas, y con la sociedad y sus integrantes, la 
Ciencia Política.

Por último, corresponde a la Ciencia de la Administración estudiar los pro-
cesos que hacen posible la eficacia del Estado, por lo que busca establecer re-
glas de buena gestión (Taylor, 1993), de buena administración (Prats, 2010) o 
parámetros científicos sobre una correcta administración (Baena, 2000: 40). Es 
decir, además de reflexionar sobre la legitimidad institucional se debe dedicar 
al estudio que posibilite la legitimidad por resultados, y debe hacerlo con la fi-
nalidad de lograr la legitimidad institucional y no por meros motivos de efica-
cia o eficiencia. Este aspecto la separa de otras disciplinas estudiosas de los 
fenómenos organizativos. De esta manera, el fin condiciona los medios, y lo 
cualitativo se impone sobre lo cuantitativo.

1.2. Sobre los parámetros de correcta administración

La búsqueda de los parámetros de correcta administración se puede señalar 
como el segundo gran problema de los estudios administrativos –el primero es 
integrar a la Administración en la decisión política– y deriva de una serie de 
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cuestiones relacionadas con la gestión pública: los medios necesarios para ase-
gurar la viabilidad de la gestión; la operatividad de los servicios, que depende, 
asimismo, de los medios o factores administrativos; y la conexión entre una cues-
tión y otra, ya que los factores administrativos que manejan las unidades orgáni-
cas operativas deben haber sido previstos al adoptar la decisión conformadora.

Antes de referirnos brevemente a cada uno de ellos, hay que señalar que el 
estudio de la gestión administrativa pública busca que el Estado sea eficaz en  
el ejercicio de la dominación, por lo que tiene que poner en marcha una serie de 
medios para lograrlo. Para conseguir la eficacia en los resultados es preciso que 
la gestión pública, además de reflexionar sobre la vinculación entre Adminis-
tración pública y el modo en que se ejerce el poder, necesite, para cumplir una 
función socialmente aceptable, ofrecer una serie de parámetros científicos de 
correcta administración (Pollit, 1996; Ferris y Graddy, 1998; Baena, 2000), al 
modo como lo hacen las ciencias empresariales para la Economía. La búsqueda 
de esos parámetros y su estudio debe realizarse en el marco de una teoría que 
les otorgue significado y alcance más allá de lo meramente descriptivo, con el 
fin de poder construir una buena gestión administrativa pública (Peters, 1996).

Se trata de lograr parámetros de actuación, de conseguir referentes lo más 
precisos posible, pero no de recetas magistrales. Hoy nos encontramos con que 
no se ha llegado todavía a esta meta. Una buena parte de los estudios adminis-
trativos pecan, a pesar de todo, de un exceso de información, nos muestran, 
aunque sea de una manera parcial, cómo han sucedido las cosas y, sobre todo, 
quiénes han intervenido, pero no siempre son capaces de establecer parámetros 
proyectivos que garanticen el éxito de la gestión en futuras situaciones (Chris-
tensen, Laegreid y Wise, 2002). Esto provoca algunas veces el escepticismo en 
los directivos públicos y en los políticos directamente implicados en la gestión 
pública sobre las bondades de los estudios no normativos de la Administración 
pública. En ocasiones, esto provoca el reforzamiento del enfoque jurídico.

La reflexión sobre los medios necesarios para asegurar la viabilidad de la 
gestión es uno de los puntos más débiles de los estudios actuales sobre la Ad-
ministración pública. El muchas veces excesivamente detallado análisis de la 
realidad administrativa provoca la pérdida de visión general de los fenómenos 
administrativos que se estudian y el predominio de un micro-enfoque de las 
actuaciones administrativas, que no siempre conduce a una reflexión debida 
sobre los medios que se emplean en la acción pública. La ventaja de estudiar la 
acción administrativa desde la decisión que la hace posible, que permite conec-
tarla con el ejercicio de la dominación, presenta el inconveniente de no tratar en 
profundidad el aparato de la Administración pública, salvo como centro o arena 
de las relaciones políticas y sociales. Se podría decir que en los estudios orien-
tados a la decisión política se produce un bypass entre la decisión y su resulta-
do. Este salto se trata de suplir con la evaluación, cuyo fin es habitualmente más 
político que administrativo, ya que, en general, lo que pretende es comprobar la 
eficacia de la decisión para, en su caso, proponer su modificación.
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Sin una reflexión sobre los medios no es posible que una decisión sea autén-
ticamente conformadora (Baena, 2000: 262). Es decir, sin una participación 
activa, no abúlica, de la Administración pública y sus directivos en la fase de la 
decisión es muy probable que ésta no sea eficaz, si es que precisa de medios 
para llevarse a cabo, que es lo habitual (Behn, 1998). Es en la fase de la imple-
mentación donde la reflexión previa sobre los medios se perfecciona en la dis-
posición efectiva de los factores administrativos, los medios, precisos para lle-
var a efecto una política pública. Son los directivos públicos los que aquí 
aseguran la viabilidad de la decisión, viabilidad que ellos habrán tenido que 
aportar en la fase decisional. Es cierto que esto supone reconocer un papel 
transcendente a uno de los actores del proceso decisional, pero también lo es 
que la Administración pública en los países de nuestro entorno tiene atribuido 
principalmente este insustituible papel.

La cuestión de los factores administrativos remite a la operatividad de los 
servicios. El momento clave para ellos, como se ha dicho, se encuentra no en la 
implementación de la política pública ni en su ejecución, sino en la fase deci-
sional. Ésta lo es desde un punto de vista político, pero para que se garantice su 
viabilidad se necesita enlazar con la función de apoyo a la decisión política 
propia de la Administración pública. Esta función ha sido históricamente de 
dominio reservado de los directivos públicos profesionales.

Sobre el asunto de los factores administrativos se va a realizar aquí una última 
reflexión sobre su conexión con la función administrativa de mantenimiento. Uno 
de los problemas del micro-enfoque analíticos de la Administración pública es 
que dificultan conocer con cierta profundidad el funcionamiento de las unidades 
analizadas. Se enfatiza en la cultura de una unidad administrativa concreta, en la 
combinación de los medios existentes y en cómo afecta todo ello al cumplimien-
to de la decisión adoptada. Pocas veces se tiene en cuenta que la Administración 
pública suele estar diseñada fundamentalmente en órganos ejecutivos y en órga-
nos de mantenimiento y éstos en modo alguno deben considerarse a priori subor-
dinados a los ejecutivos. Esto sucede así, no porque algunos de ellos tengan un 
importante rango orgánico, sino porque son los órganos que facilitan la viabilidad 
de las unidades ejecutivas y, muy especialmente, porque algunos de ellos son los 
centros naturales en los que se forma la cultura organizativa, que es la que esta-
blece lo que está bien y lo que está mal en materia de gestión en una organización 
administrativa concreta (Bodiguel, 2001: 28). Por tanto, sirva lo anterior para 
señalar que la fragmentación excesiva del objeto y la no reflexión sobre los fac-
tores administrativos dificulta, cuando no imposibilita, el conocimiento completo 
de los fenómenos administrativos (Waldo, 1955; Brewer y Deleon, 1983). Ade-
más, puede producir la comisión de errores en el conocimiento del objeto estudia-
do al estar éste incompleto. El efecto puede ser la trivialización o el desconoci-
miento de algunos fenómenos administrativos.

La conexión entre los medios requeridos para lograr la viabilidad de la gestión 
y la utilización de dichos medios mediante la combinación de los factores o me-
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dios administrativos no es automática. La cuestión hace referencia a la conforma-
ción de las Administraciones públicas, pero, sobre todo, a la consideración del 
papel que ésta debe cumplir en la ejecución de las políticas públicas. Este es el 
momento de aclarar que no se debe deducir que el procedimiento de gestión pre-
ciso para cumplir con lo decidido deba pertenecer necesariamente a la Adminis-
tración pública. Es perfectamente posible que se prefiera la utilización del merca-
do o de organizaciones sociales sin fines lucrativos (Beltrán, 2000: 80); aunque 
también la utilización del aparato administrativo público ofrece diversas varian-
tes, ya que puede emplearse en muchos casos otra organización administrativa 
para ejecutar una política pública. Esto sucede no sólo porque dentro de una Ad-
ministración pública puedan utilizarse organizaciones singularizadas formalmen-
te o no adscritas a aquélla –empresas públicas, agencias, consorcios, organismos 
autónomos o fundaciones–, sino porque puede preferirse utilizar a la Administra-
ción local en vez de la autonómica, o ésta en lugar de la estatal, todo ello depen-
diendo de la distribución formal del poder en el territorio que se haya establecido 
en cada momento histórico y de la decisión política que se adopte en cada caso.

Lo anterior nos lleva a que la gestión pública requiere de una serie de deci-
siones políticas, además de la propia de la adopción de una política pública 
determinada. El conjunto de decisiones condiciona y determina el resultado de 
la decisión política concreta. Parece lógica esta afirmación, ya que se ha venido 
manteniendo la naturaleza política de la Administración pública. Es cierto que 
la elección de un procedimiento de gestión concreto para ejecutar una decisión 
es consustancial a toda organización, sea ésta pública o privada; pero no es 
propio de la gestión privada, en los países de nuestro entorno, que con ello se 
persiga conformar a la sociedad de una manera determinada. Lo más que se 
pretenderá es introducir o reforzar algunos valores que favorezcan la acepta-
ción institucional de la empresa, la adquisición de los productos elaborados o 
prestados por ella o influir en la estabilidad social y política de su entorno.

No siempre se reflexiona sobre la transcendencia última de una acción pú-
blica concreta; ni sobre las alternativas de gestión existentes para ejecutar una 
política pública; ni mucho menos sobre la adecuada combinación de los me-
dios; pero que esto sea lo habitual no significa que no deba hacerse notar la 
extraordinaria importancia de estos aspectos para la acción política. Éstos se-
rían los primeros «parámetros científicos sobre una correcta administración».

1.3. Sistemas y gestión administrativa pública

Una de las aportaciones de la teoría de sistemas a los enfoques funcionales de 
la Administración pública ha sido la de poder encauzar la explicación del cambio, 
aunque haya quien opine lo contrario (Huntington, 1972). La interrelación de la 
organización con su entorno y la consideración de ésta como un conjunto de sub-
sistemas en permanente intercambio han permitido descomponer la actividad ad-
ministrativa y los medios necesarios para que ésta se produzca (Ingraham y Knee-
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dler, 2000). También es cierto que esta visión relativiza el peso de la decisión 
política en la actuación administrativa, ya que la decisión por sí misma no genera 
resultados si no es en combinación con las funciones administrativas y con los 
medios disponibles. Es más, podría pensarse que la decisión política no se en-
cuentra propiamente en el «sistema Administración pública». Sin embargo, y uti-
lizando una terminología sistémica clásica, la decisión política se encontraría en 
el subsistema administrativo, aquel que involucra «a la organización con su me-
dio, establece objetivos, desarrolla planes de integración, estrategia y operación, 
mediante el diseño de la estructura y el establecimiento de los procesos de con-
trol» (Kast y Rosenzweig, 1979: 118). Pero no se puede afirmar que sólo haya 
integrantes políticos en ese subsistema, sino que hay que incluir a los directivos 
públicos, precisamente a aquellos que realizan la función de apoyo a la decisión 
política. Ésta requiere de una adecuada combinación de factores y funciones ad-
ministrativos para que pueda adoptarse con una cierta dosis de verosimilitud y 
para que posteriormente pueda llevarse a cabo.

El interés del enfoque sistémico no acaba aquí para la Administración pública. 
El énfasis en el entorno pone de relieve la figura central del ciudadano, no sólo 
como receptor de la acción administrativa y política, como público objetivo, 
sino como aportador, a través de la sociedad, del marco cultural de actuación de 
la Administración pública. En este caso, la interacción de la organización con el 
ciudadano presenta una doble naturaleza: condiciona el subsistema administrativo 
de metas y valores que es el que marca la función que la organización realiza para 
la sociedad; y establece los referentes de verificación finales de la acción adminis-
trativa desde el ciudadano (Frant, 2000).

Lo anterior tiene un significado transcendente para la gestión administrati-
va pública: la legitimidad de la Administración pública reside en la adecuación 
de sus metas y valores a los referentes de verificación que el ciudadano desea 
para la acción administrativa y pública en general y al cumplimiento de su 
misión de lograr la integración y la cohesión social. Así, la acción administra-
tiva debe ser para el ciudadano. Esta necesidad debe tener efectos en la forma 
en la que se realiza la gestión al informar la cultura administrativa al resto de 
los subsistemas y, siguiendo con nuestro enfoque, a las funciones y factores 
administrativos.

Sobre la cuestión anterior queda todavía una reflexión final referida a si la 
acción administrativa debe realizarse considerando al ciudadano en su con-
junto o a éste como individuo. La respuesta hasta ahora ha consistido en 
considerar al ciudadano en calidad de perteneciente a una sociedad determi-
nada y, con frecuencia, a un grupo dentro de ella. Sin embargo, una de las 
características del concepto de cliente, dentro de los enfoques de calidad, 
apunta a la individualización de la acción administrativa, a la necesidad de 
conseguir la satisfacción individual de los productos y servicios administra-
tivos. Aunque no se va a entrar ahora en las connotaciones del concepto de 
cliente, el término acierta en apuntar a la diferente oferta de la acción admi-
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nistrativa y a que ello genera una serie de clientes diferentes, aunque sea el 
mismo individuo el que reciba distintos servicios públicos de la misma Ad-
ministración pública.

A lo que no ha alcanzado el concepto de cliente es a tener éxito en distinguir 
con cierta precisión las diferentes naturalezas del individuo cuando se enfrenta 
a la diversa actividad de la Administración pública. Este aspecto se verá más 
adelante con más detalle, aunque ahora se va a apuntar que no presentan los 
mismos rasgos los conceptos de usuario, contribuyente, cliente o el de ciudada-
no democrático. La forma que tiene el ciudadano de relacionarse con la Admi-
nistración pública es distinta según sea la actividad de que se trate. También 
son distintos los referentes de verificación que el ciudadano asigna a cada acti-
vidad, así como la importancia que concede a cada una de las actuaciones pú-
blicas; y distintas tienen que ser las medidas de reforma o modernización admi-
nistrativa destinadas a mejorar la actuación de la Administración pública en 
cada una de esas actividades. El público objetivo en su conjunto es el mismo, 
pero no para cada actividad. 

Finalmente, es necesario diferenciar política pública, de decisión política o 
de una actuación administrativa concreta. Ya se ha señalado que la necesidad 
de llamar política pública a toda actuación administrativa proviene de la con-
cepción que requiere vincular toda actuación administrativa a la legitimidad de 
origen de una decisión política. Si esto es deseable desde un punto de vista 
teórico, la realidad nos muestra que el origen de la actuación es muy variado y 
que muchas veces la simple rutina explica una buena parte de la actuación ad-
ministrativa. Se puede establecer, por tanto, un rango de la acción administrati-
va que va desde las decisiones conformadoras, las que pretenden estructurar la 
sociedad de una forma querida y determinada, a los actos administrativos que 
pueden reconducirse a una decisión política previa, aunque sea remota o ya 
olvidada.

1.4. La combinación de las funciones y los factores administrativos

Si la decisión explica la relación necesaria entre el nivel ejecutivo y el centro 
decisional, sin embargo no acaba de revelar cómo debe actuarse en la Adminis-
tración para que se produzcan resultados y para que éstos sean eficaces o efi-
cientes. A esto puede contribuir la metodología que descompone qué hace la 
Administración pública y cómo lo hace. 

La reflexión sobre las funciones administrativas trata de simplificar la in-
gente actividad administrativa en cuatro tipos (Baena, 2000: 271 y ss.): el apo-
yo a la decisión política, la regulación y el control, la operativa y la de mante-
nimiento. La primera hace referencia a la necesidad de recabar «la opinión de 
los altos funcionarios sobre la viabilidad de la medida, a la vista de la informa-
ción de que se dispone y de los medios con que cuenta la organización. Gene-
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ralmente son los altos funcionarios los que disponen de esta información. Pero 
el contenido de esa función no acaba en la determinación de la viabilidad, pues 
debe considerarse parte del apoyo a la decisión la asignación de recursos a la 
organización que vaya a ejecutarla» (Baena, 2001: 38). La función de regula-
ción y control y la función operativa se refieren a la ejecución de lo decidido. 
Ésta puede ser de naturaleza prescriptiva, es decir, «si se trata de una norma de 
conducta a cumplir por los ciudadanos, es posible que su ejecución no se encar-
gue o confíe a la Administración, sino a los tribunales de justicia, lo que sucede 
cuando se trata de una norma civil o penal. Pero en la mayor parte de los casos 
se tratará de una medida cuyo cumplimiento se encarga de vigilar la Adminis-
tración. Estamos entonces ante la función de regulación y control, es decir, la 
función tradicional antes descrita consistente en preparar reglamentos y dictar 
actos administrativos» (Baena, 2001: 38-39). Pero también podemos encontrar-
nos ante una iniciativa no prescriptiva «que vaya a repercutir en la vida de los 
ciudadanos y en las utilidades o prestaciones que éstos reciben. Estamos enton-
ces ante una función operativa, típica de nuestra época» (Baena, 2001: 39). Por 
último, está la función de mantenimiento, «que consiste en obtener o arbitrar 
los medios personales, financieros y reales para el cumplimiento de las funcio-
nes anteriores» (Baena, 2001: 39). 

En cada una de estas funciones se produce una determinada combinación de 
medios que será distinta según sea la actividad que se aborde. El primer medio 
es el factor del diseño de la organización, que exige pensar si la organización 
con la que se cuenta es la adecuada para cumplir los fines que se le encomien-
dan. El diseño será muy distinto si atendemos a una unidad dedicada a funcio-
nes de regulación y control o a una unidad operativa. Naturalmente, dentro de 
la función operativa se produce una enorme disparidad de diseños orgánicos. 

Un segundo factor es el de los recursos humanos necesarios para llevar a 
cabo una determinada actuación pública. Esto puede requerir su reorganización 
o la incorporación de nuevos medios humanos. De nuevo el perfil, la naturaleza 
y la formación de esos medios humanos deberán ser necesariamente diferentes 
según la función que se aborde o la actividad que se vaya a realizar (Siedentopf, 
2001). Sin embargo, la cultura político-administrativa puede aceptar un desa- 
juste entre el perfil profesional requerido para desempeñar un puesto de trabajo 
y la forma de seleccionar a los recursos humanos, lo cual puede ser debido a 
que se prime el principio de la igualdad de acceso sobre consideraciones del 
tipo de especialización funcional.

El factor presupuestario contempla también los aspectos financieros de las 
organizaciones públicas. Este factor será decisivo en la función operativa y en 
la de mantenimiento, y menor en las otras dos. Es un factor que condiciona al 
resto, aunque lo mismo se podría decir de los otros. Sin embargo, su fácil cuan-
tificación hace que su asignación pueda ser percibida como una medida de la 
distribución del poder real en la organización pública y como indicador efecti-
vo de las prioridades políticas de un gobierno, más allá de las declaraciones 



LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ENTRE DOS SIGLOS

50

políticas de cada momento. También muestra el grado de innovación o de con-
tinuismo en las políticas públicas de unos gobiernos a otros. No obstante, hay 
que recordar que la mayor parte del presupuesto público está condicionado por 
decisiones del pasado, no tomadas por el gobierno de turno.

El cuarto factor es el del procedimiento de gestión y se refiere «al camino bu-
rocrático que contiene todas las prácticas que se realizan en la Administración 
pública» (DʼAmico, 1992: 316). Normalmente, el cumplimiento de una finalidad 
pública puede realizarse mediante diversos métodos: por la propia Administra-
ción; por una organización sin ánimo de lucro; por los propios particulares; por 
otras Administraciones públicas; por empresas privadas vinculadas; o mediante la 
creación por la Administración de organizaciones específicas para prestar o reali-
zar un servicio o actividad. En este caso se puede optar por que se rija por las 
normas públicas o por normas del sector privado. Las soluciones procedimentales 
a una misma actividad, la promoción económica, por ejemplo, son muy variadas 
entre Administraciones, pero también en el seno de una misma Administración, 
tanto de forma sincrónica como diacrónica. Será en la función operativa o propia-
mente de ejecución donde más importancia cobre el factor de procedimiento de 
gestión, ya que pueden darse varias alternativas para atender una misma actividad.

La obtención y circulación de la información ha experimentado un creci-
miento vertiginoso en su desarrollo tecnológico en poco más de una década. Si 
bien es cierto que al tratar este factor estamos hablando en puridad de la infor-
mación necesaria para formular una política pública y para gestionarla una vez 
que ha sido adoptada la decisión correspondiente, lo cierto es que las conside-
raciones tecnológicas implicadas en la circulación y obtención de la informa-
ción pueden llegar a determinar el contenido de la decisión o de la política. Nos 
estamos refiriendo al hecho de que es difícil obtener una información válida y 
suficiente si no se diseña el procedimiento técnico a través del cual se va a ob-
tener y va a circular. A la vez es necesario realizar un análisis detallado del tipo 
de información necesaria para la adopción de decisiones o para la gestión. 

La gestión informatizada de procedimientos a través de las herramientas 
adecuadas hace que el contenido pueda estar subordinado al vehículo y que 
para un tipo de información se deba prever una herramienta determinada o al-
terar una existente. A esto hay que añadir que el avance experimentado por las 
tecnologías de comunicación hace posible la utilización de procedimientos de 
gestión remotos por el propio ciudadano. El efecto de todo ello en el resto de 
factores puede ser decisivo y se está en condiciones de afirmar que la utiliza-
ción de los sistemas y tecnologías de información y comunicación (SI/TIC) en 
las Administraciones públicas está muy por debajo de su actual potencial tec-
nológico. Una vez más la tecnología va por delante de la cultura administrativa. 
Sobre ésta apenas se incide, por lo que muchas de las implantaciones en SI/TIC 
en las Administraciones públicas no son sino operaciones de mero márketing 
con poca voluntad real de alterar los procedimientos de gestión de la Adminis-
tración pública. 
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Pero los SI/TIC no sólo son esenciales para la función operativa, sino que 
deben tener un papel esencial en la función de apoyo a la decisión política. Hay 
que afirmar que la información para formular la decisión suele ser escasa y en 
muchos casos está ligada a la planificación o programación. Esto significa que 
la información se simplifica para servir de apoyo a la adopción de una política 
concreta; además, no es infrecuente que suceda que no se disponga de la infor-
mación original al constatarse que muchos planes y programas se contratan 
externamente. Por otra parte, desligar la información para la adopción de deci-
siones de la necesaria para la gestión supone un grave riesgo y es una de las 
razones de que se produzca una desconexión entre planificación y ejecución.

Hay, por último, otro aspecto de la información que no suele advertirse y es 
el conocimiento del funcionamiento real de las unidades implicadas en una 
política pública. Ello exige un plan detallado de obtención de la información, la 
elaboración de una serie de indicadores de seguimiento o rendimiento de las 
actividades y la elaboración de un modelo teórico y tecnológico que permita al 
dirigente político obtener una información simple pero válida para contrastar el 
grado de relación entre la decisión y la ejecución. Se está hablando de la elabo-
ración de cuadros de mando y de herramientas de similar naturaleza (Kaplan y 
Norton, 1997). No se oculta que todo ello es arduo y, en principio, poco vistoso 
desde el punto de vista político y que desde la perspectiva administrativa supo-
ne una revisión en profundidad de, al menos, los factores de gestión de los re-
cursos humanos y del procedimiento de gestión. Todo ello puede suponer, 
como se puede fácilmente deducir, una alteración del statu quo logrado por la 
organización, lo que explica que en muchas ocasiones se renuncie a implantar 
ese tipo de instrumentos. Además, implica una política de transparencia que no 
todas las culturas organizativas y políticas admiten de buen grado.

La decisión política es cierto que informa la acción administrativa al enten-
derse como un continuum que va desde el nivel superior a la ejecución, pero 
también es cierto, como se ha intentado mostrar, que requiere de una adecuada 
combinación de los factores y funciones administrativas. No se trata, por tanto, 
de disociar la «caja negra» de los resultados y de la decisión, sino de situarla en 
uno de los centros explicativos del logro de la legitimidad y de la confianza. Se 
trata de considerar los medios y las funciones de la Administración como con-
dición necesaria para lograr la legitimidad institucional de las organizaciones 
administrativas y políticas en un sistema político y en un Estado determinado. 
Todo ello remite de nuevo a la conexión con el centro decisional.

2. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y CONFORMACIÓN SOCIAL

2.1. El centro decisional y las funciones y los factores administrativos

Se viene señalando que lo transcendente de la gestión administrativa pública 
es su «para qué» y que la respuesta que se dé a esta pregunta condiciona el 
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«qué», el «cómo» y el «por qué», lo cual implica una relación entre el centro 
decisional, las decisiones conformadoras de las políticas públicas y las funcio-
nes y factores administrativos. La relación es de subordinación, pero también lo 
es de dependencia de unos elementos respecto de los otros. 

La Administración pública actúa de manera habitual de forma rutinaria, lo 
que hace que en muchas ocasiones se haya olvidado la decisión que justifica 
una actuación. Esto en sí mismo no es negativo, ya que no sería posible analizar 
periódicamente cada actuación, ni siquiera las más importantes. Sin embargo, 
el olvido del para qué inicial puede cuestionar la función social presente de la 
actuación e incluso su legitimidad. Por tanto, en puridad, la Administración 
puede actuar en ausencia de decisiones políticas innovadoras, pero esto sólo 
puede mantenerse durante un tiempo determinado si no se quiere caer en el 
riesgo de perder legitimidad y confianza. 

La falta continuada de impulso político supondrá con toda probabilidad el 
desajuste entre la acción pública y la realidad social. Esto implicará en primer 
lugar la entrada en un umbral de riesgo sistémico y, posteriormente, caer en la 
quiebra sistémica, que se genera porque el ciudadano considera que algunos 
aspectos de la actuación administrativa son ya innecesarios desde la función 
social que debería cumplir la Administración pública. Lo anterior es igualmen-
te válido en el caso de que no se adopten las decisiones necesarias para verte-
brar la sociedad y responder así a las necesidades reales sentidas por los ciuda-
danos.

La adecuada combinación de funciones y factores administrativos hace po-
sible una transmisión con menos distorsiones de las decisiones políticas al nivel 
operativo de la Administración y, por tanto, permite una acción más efectiva 
(Baena, 2000: 276). Se está afirmando que la pérdida de transmisión de infor-
mación en el proceso descendente de la decisión es debida muchas veces a una 
inadecuada previsión de los medios y a la cultura de la organización adminis-
trativa de que se trate. La consideración de la Administración pública en su fa-
ceta meramente instrumental impide entender la complejidad que supone la 
combinación entre las funciones y los factores administrativos, y señala como 
causa de los problemas derivados del cumplimiento de lo decidido a la misma 
decisión, al renunciar a entender el aparato administrativo como una institución 
compleja y en interacción con su entorno.

Si el riesgo de caer en una mala transmisión de las decisiones deriva de una 
determinada visión de la Administración, también supone un riesgo importante 
analizarla sólo desde lo que hace. Centrarse en una actuación concreta puede 
acarrear la pérdida de la visión de conjunto, la trivialización de la acción admi-
nistrativa y su desconexión de la decisión política, aunque se logre la satisfac-
ción declarada del ciudadano mediante, por ejemplo, la implantación de progra-
mas de calidad. De esta manera, no basta la legitimidad de resultados, porque 
suele haber una considerable distancia entre el valor declarado por el ciudadano 
y el valor operativo, que es el que tiene un referente de verificación (Papado-
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poulos, 2003), y porque sólo es condición necesaria para lograr la legitimidad 
institucional, el consentimiento de los ciudadanos y, consecuentemente, el for-
talecimiento de la democracia.

Resulta difícil para el gestor político o administrativo vincular la acción 
concreta de su unidad con las decisiones conformadoras, ya que la cultura orga-
nizativa dominante se centra en el procedimiento, en la eficacia formal. No nos 
estamos refiriendo sólo a la eficacia jurídica, sino también a la que tiene en 
consideración otros aspectos como el económico o el tecnológico pero que se 
centran igualmente en el cumplimiento formal de un procedimiento. La inclu-
sión de consideraciones sociales en la actuación concreta administrativa puede 
paliar en parte los problemas de conexión entre el centro decisional y la ejecu-
ción de una política pública, pero no garantiza que la satisfacción de unos de-
terminados intereses sociales implique que se está cumpliendo el fin buscado 
por la decisión inicial ni la realización del bien común.

Las reflexiones anteriores implican que no sólo hay que considerar la acción 
administrativa como un continuum entre decisión y ejecución, sino que es pre-
ciso que la acción administrativa no olvide su «para qué». Lo normal es que 
recuerde su «por qué», el objetivo genérico de una actuación, lo que permite 
que sea ampliamente interpretado conforme se desciende en la pirámide admi-
nistrativa. El «para qué» implica una imbricación entre la acción y el fin con-
creto que el centro decisional busca satisfacer con una política. Supone tener 
conciencia de la transcendencia de la actuación administrativa, concebir la mi-
sión que se cumple con ella. La puesta a punto de los factores administrativos 
facilita dicha misión, pero es claramente insuficiente al precisar de una motiva-
ción consciente por parte de, al menos, los dirigentes políticos y administrati-
vos afectados. 

Una de las razones por las que se elude a la necesaria conexión entre lo de-
cidido en el centro decisional y la acción administrativa reside en que los diri-
gentes políticos pueden considerar que no es conveniente informar en exceso al 
aparato administrativo. Pueden entender que existe el riesgo de levantar una 
oposición interna y fortalecer la externa a la política de que se trate. Sin embar-
go, la no transmisión correcta de la misión política y social que se pretende lo-
grar con una política pública puede hacer que ésta devenga en ineficaz. En esta 
cuestión el modelo relacional dominante entre políticos y funcionarios determi-
nará el flujo de la información entre el nivel político y administrativo. Esta 
cuestión remite a la configuración de la función de apoyo a la decisión política. 

Si los altos funcionarios tienen un papel activo en esa función, que se corres-
ponde con la fase de adopción de las decisiones en las políticas públicas, se 
facilita la transmisión de la información necesaria para que los integrantes de la 
organización, en especial los directivos, tomen conciencia de la misión política 
y social que se quiere alcanzar con una política pública determinada. Un segun-
do efecto de esta participación de los altos funcionarios en la adopción de las 
decisiones y en la transmisión es la incorporación, en el proceso de adopción de 
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la decisión, de la previsión sobre los medios necesarios para llevarla a cabo. Se 
trata de la fase de implementación, en la que tiene lugar la reflexión sobre la 
adecuada combinación entre las funciones y factores administrativos. La si-
guiente fase, la propiamente de ejecución, hace especial referencia a los facto-
res administrativos y al logro de su optimización, según sea el criterio utilizado 
(eficacia, eficiencia, productividad, coste-beneficio, etc.).

2.2. El centro decisional y la Administración pública

La visión clásica de la Administración pública se centra en sus aspectos 
institucionales y formales como fuente de legitimidad para el ejercicio del po-
der (Baena, 1999). Este enfoque resulta inicialmente prometedor, ya que vincu-
laba la acción administrativa al ejercicio del poder y éste a la dominación del 
Estado sobre la sociedad. Sin embargo, los derroteros científicos de la Admi-
nistración pública han quedado deslumbrados en el último siglo por las brillan-
tes facetas del objeto. Pero esta brillantez quizá le ha perjudicado y la luz pro-
yectada sobre él ha polarizado formas más propias de los focos que del objeto. 

Aunque la visión clásica tenía como referencia el papel dominador de la 
Administración, no encontraba una forma adecuada de encajarla en el entrama-
do de poder del Estado, como no fuera en su aspecto meramente instrumental, 
bien de la política, bien del derecho. Se ha producido, como se viene mante-
niendo, una hipertrofia de conocimiento en el estudio de los «qués» de la Ad-
ministración pública, lo cual no es óbice para que existan zonas, procesos y 
actividades profundamente desconocidos.

Las cuestiones relativas a la conexión entre poder y sociedad y el ejercicio de 
la dominación sobre ella han sido el decorado ante el que actuaban unos actores, 
aunque a veces representando una obra que hacía dudar si tenía que ver mucho 
con esa tramoya. Era inevitable que se respetase el decorado, ya que éste ofrecía 
solidez a la actuación, pero no garantizaba una concordancia armónica entre to-
dos los elementos que estaban en juego. Con frecuencia, la acción, el diálogo y 
los actores dominaban sobre el sentido de la obra, su «para qué», lo que podía dar 
lugar a algunos despistes y confusiones entre los espectadores. Así, éstos podían 
pensar que estaban ante una actuación en la que debía primar los procesos o los 
resultados y no la finalidad a conseguir. Lo que sucede es que, como señala Di-
mock (1936: 120), la eficiencia es «fríamente calculadora e inhumana».

El esfuerzo por lograr la armonía entre los elementos que conforman la 
acción pública ha aportado nuevos enfoques a la Administración pública. 
Ésta se ha visto enriquecida al mostrarse más compleja que en su faceta de 
mero instrumento del poder político. De esta manera, se fueron superando las 
concepciones lineales o simples de carácter funcional o institucional en las 
que predominaba lo descriptivo u organizativo, para ir pasando paulatina-
mente a una concepción de la Administración pública en interacción con su 
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entorno, y muy especialmente con las otras instituciones presentes en la so-
ciedad (Debbasch, 1981).

Baena (2003; 2008: 71 y ss.) da un paso importante en la construcción de 
una teoría social que tiene a la Administración pública como referente parte de 
las aptitudes humanas diferenciales (las políticas; las económicas; las filosófi-
cas, ideológicas o religiosas; la necesidad de comunicación; y la aptitud técnica 
o de transformación del medio) para desarrollar una concepción reticular del 
poder compuesta por relaciones sociales básicas reiteradas que al entrecruzarse 
forman una serie de nodos o posiciones que se corresponden con dichas aptitu-
des. La forma de detectar esas posiciones es a través de las personas que las 
ocupan, aunque las posiciones tienen mayor permanencia que las élites que se 
sitúan en ellas, como el propio Baena ha demostrado para el caso de las posi-
ciones relacionadas con la Administración General del Estado de las últimas 
décadas (Baena, 1999).

La teoría continúa entendiendo a la sociedad como un conjunto de posi-
ciones y relaciones sociales que forman una red (Baena, 2000: 54 y ss.; Bae-
na, 2008: 83 y ss.). No todas las posiciones y las relaciones son iguales, sino 
que se ordenan jerárquicamente y, además, las posiciones se agrupan forman-
do conjuntos posicionales que concuerdan con las aptitudes humanas básicas. 
En el seno de los conjuntos posicionales se produce una intensa interrelación, 
además de las fluidas y complejas relaciones con el resto de los conjuntos. El 
resultado sería el de una red muy similar a un sistema neuronal complejo. Esa 
red la denomina Baena cúpula organizacional (Baena, 2000: 54; Baena 2008: 
84 y ss.). 

La misión del sistema cúpula organizacional es doblemente estructural: de 
sí misma y de la estructura social. Como en todo sistema, es necesario que exis-
ta equilibrio e integración entre las diversas posiciones y conjuntos. Esto da 
lugar a un conjunto especializado dentro de dicha cúpula cuya misión es ejercer 
el poder y la dominación. De esta manera, sin cúpula no puede haber sociedad, 
aunque esto no significa que aquélla sea inamovible, lo que por otra parte iría 
en contra del mismo concepto de sistema al que remite la teoría. 

La adaptación (March, 1997) y la contingencia (Luthans, 1985) son dos ca-
racterísticas esenciales de todo sistema y su aplicación al concepto manejado de 
cúpula organizacional permite vincularla con el significado de sistema político 
(Easton, 1965), que de esta manera sería la concreción de la cúpula en un mo-
mento determinado. La teoría explica el cambio mediante la sustitución de unas 
posiciones por otras, por el no ajuste entre la cúpula y el sistema político, por la 
no consecución del éxito en lograr el equilibrio y la integración y por la existen-
cia de posiciones en la sociedad no institucionalizadas en la cúpula (Baena, 
2008: 103 y ss.). Esto le permite a Baena afirmar que no hay concordancia entre 
sociedad, sistema político y Estado. Se trata, por tanto, de aportar una nueva 
explicación al cambio político en la línea de cuestionar la durabilidad de las 
culturas políticas (Botella, 1998: 24). 
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La legitimidad se entiende en esta teoría como la predisposición de los ciu-
dadanos a aceptar el sistema en su conjunto y esto depende del éxito logrado en 
la consecución de la integración y el equilibrio por y en la cúpula organizacio-
nal. La legitimidad será una consecuencia del sistema descrito.

Podemos añadir que si la cúpula organizacional no se adapta al cambio, bien 
porque no tiene éxito, bien porque los cambios planteados son muy rápidos o 
profundos, es probable que se entre en un umbral de riesgo sistémico, que es la 
antesala de una quiebra del sistema. Esto podría acarrear la configuración de 
una nueva cúpula organizacional. También apuntamos que el éxito de la adap-
tación puede, por tanto, medirse en términos de legitimidad, de aceptación y 
confianza de los ciudadanos. Otro indicador del éxito del logro de la integra-
ción y el equilibrio sociales es el grado de exclusión de posibles nuevas posi-
ciones y de los intereses y los grupos que las sustentan. Los indicadores señala-
dos pueden funcionar a modo de señales de advertencia, con el fin de evitar 
entrar en el mencionado umbral de riesgo sistémico. El logro de la legitimidad 
en este planteamiento es el resultado directo, casi automático, de unas interac-
ciones en las que es necesario profundizar.

Uno de los argumentos más delicados de la teoría es la justificación de la 
existencia de una jerarquización de los conjuntos posicionales. La exposición 
inicial de la teoría mantenía que la máxima imbricación e interconexión se daba 
entre los conjuntos posicionales económico y político (Baena, 2008: 119 y ss.). 
El primero asegura el ejercicio de la aptitud económica; el segundo, el equili-
brio y la interconexión entre los conjuntos y las posiciones. Es en este último 
donde debemos encontrar el primero y más importante «para qué» de la Admi-
nistración pública. La contrastación empírica por Baena (1999) de esta teoría, 
para el caso de la Administración General del Estado, ha mostrado su validez.

Uno de los importantes aciertos de la teoría es vincular la configuración  
de las instituciones sociales y políticas a la existencia del Estado. Se va más allá 
de la voluntad humana manifestada en forma de contrato social o de otras teo-
rías que muestran la relación entre el individuo y el Estado. En la teoría de 
Baena se trata de descubrir las aptitudes esenciales o diferenciales del ser hu-
mano de entre las múltiples aptitudes que tiene, precisamente aquellas que po-
sibilitan la articulación social, la convivencia (Baena, 2008: 76 y ss.). Esta de-
cantación aptitudinal es la que permite vincular al ser humano con las 
instituciones políticas y sociales y con el logro de la legitimidad. Sin embargo, 
hay que hacer notar el riesgo que se corre al extrapolar los comportamientos 
individuales a los institucionales y sociales.

El Estado se trata en la teoría expuesta desde el individuo, lo que permite 
explicar su aceptación histórica y el éxito de esta forma de ejercer la domina-
ción. Los conjuntos posicionales aparecen así como la ordenación natural y 
más operativa de la vertiente emocional y racional del ser humano. La estructu-
ración de esos conjuntos mostrados en interacción permanente es una proyec-
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ción de lo que es percibible a escala humana, donde unas aptitudes se potencian 
con otras en un individuo y en relación con sus congéneres.

La integración de la Administración pública en esta teoría arroja una nueva 
forma de ver aquel objeto que aparecía ante nosotros de una manera tan rotunda. 
Destaca sobre su dimensión o actividad, tan variable en el tiempo, por la función 
política y social que cumple (Baena, 2003). La teoría sitúa a la Administración 
pública en el conjunto posicional político, aunque no existe, ni mucho menos, 
una inclusión completa de la primera en el segundo. Lo que se produce realmen-
te es la inclusión de las posiciones superiores de la Administración en el conjun-
to posicional político. El resto de las posiciones de la Administración tiene la 
misión de asegurar la gestión de los medios necesarios para trasladar a la socie-
dad las decisiones básicas que influyen en la estructura, la regulación y la repro-
ducción social. De esta forma, la Administración pública participa en la confor-
mación social porque está integrada en la cúpula organizacional a través de su 
centro decisional o ápice superior (Mintzberg, 1983, 1991). 

El sistema político al que pertenece una Administración pública concreta 
mantiene una vinculación mediante su integración parcial en la cúpula organi-
zacional dentro del subsistema político-administrativo. A la vez, el aparato  
administrativo goza de un margen variable de maniobra en la gestión de las 
decisiones conformadoras de la sociedad. La Administración aparece como ins-
trumento de la cúpula para lograr la integración y el equilibrio social, pero a la 
vez interviene en la adopción de las decisiones conformadoras porque es parte 
del conjunto posicional político. La decisión política aparece como el referente 
de actuación político y administrativo, e informa la actuación de la Administra-
ción en todas sus funciones y factores administrativos, aunque no de una mane-
ra exclusiva, al tener ésta un margen variable de autonomía.

La teoría expuesta es congruente con otras aproximaciones que mantienen la 
existencia de un continuum decisional en la Administración pública y completa 
el significado de los medios administrativos (DʼAmico, 1992: 45-46). Así, por 
ejemplo, la naturaleza de los recursos humanos administrativos será distinta 
dependiendo de su ubicación en el entramado que va desde el centro decisional 
al nivel de ejecución. De ahí que la regulación de algunas de las relaciones de 
empleo en el seno de la Administración exceda en su importancia al mero ám-
bito interno y tengan una clara transcendencia en la política. Esto resulta más 
evidente si nos referimos a los directivos de la Administración pública.

2.3. El descenso desde la decisión a la ejecución

La Administración pública tiene la misión de gestionar las decisiones polí-
ticas adoptadas, aunque no todas tienen su origen en el centro decisional. En 
este centro no tienen cabida todos los niveles de gobierno. La vinculación de 
éstos con el centro se establece mediante los mecanismos de articulación esta-
blecidos en la distribución del poder en el territorio. La vertebración entre las 
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diversas Administraciones se refuerza con la participación de ellas en las distin-
tas fases de las políticas públicas conformadoras. Sin embargo, la realidad pa-
rece mostrar que no todas las actuaciones públicas de las organizaciones terri-
toriales son reconducibles directamente al centro, ya que una buena parte de la 
actividad política y administrativa consiste en la gestión de la integración so-
cial. Esto da lugar a un importante campo de interés al estudiar las relaciones 
intergubernamentales y la gestión intergubernamental –RIG y GIG– Wright, 
1988; Oates, 1990; Pagano, 1990; Agranoff, 1991; Agranoff y McGuire, 1998). 
De ahí que se pueda decir que la configuración de las instituciones administra-
tivas territoriales refleja la forma en la que el poder se distribuye territorialmen-
te. La articulación entre dichas instituciones presenta rasgos de jerarquía deci-
sional y de distribución de las fases de las políticas públicas que van desde el 
centro territorial hasta la periferia, correspondiendo a ésta básicamente la fase 
de ejecución.

El interés de estas cuestiones en el estudio de la decisión, con ser principal, 
no es el único. En su traslación de la decisión adoptada, la Administración inte-
ractúa con los grupos de interés internos y externos a la organización. Los pri-
meros dan lugar a los estudios burocráticos, y los segundos, a una multitud de 
relaciones que son de diversa naturaleza y alcance y que son estudiados por 
diversas disciplinas y enfoques (Lasswell, 1958; Lowi, 1972; Murillo, 1987; 
Simon, 1972; Nieto, 1976; Weber, 1982, 1994; Beltrán, 1987; Barzelay, 1998; 
Peters, 1998). Lo transcendente de estos fenómenos es que es en la Administra-
ción donde se producen y que muchos se encuentran alejados físicamente y del 
conocimiento del centro decisional. De ahí, que no todos los fenómenos rela-
cionales o participativos tengan transcendencia política en el centro decisional.

La Administración pública tendría un papel dependiente de la política, pero 
esto es cierto si nos referimos a la zona operacional de la Administración, por-
que su ápice superior también «es» político. Concuerda esta teoría con la apre-
ciación de que los burócratas o altos funcionarios hacen política (Behn, 1998). 
La literatura científica también mantiene que el ámbito de interpretación discre-
cional de la decisión conforme bajamos los escalones administrativos es mayor. 
Este fenómeno se ve agravado con la existencia de diversas organizaciones 
administrativas territoriales encargadas de implementar o ejecutar las decisio-
nes (D’Amico, 1992).

Los déficits de ejecución que suponen estos fenómenos lo son respecto de la 
decisión, pero no desde la óptica administrativa de cada organización territorial 
ni de los grupos que se relacionan en los niveles no decisionales con la Admi-
nistración. Para éstos, la pérdida paulatina de conexión entre la decisión y la 
ejecución es una clara ganancia al poder influir en ella o alterarla. En ocasiones, 
este déficit es criticado desde una óptica excesivamente formalista, pero no hay 
que olvidar que también es una forma de adaptación de la decisión a la realidad 
social, que suele ser diversa, incluso dentro de un mismo Estado. En definitiva, 
el ajuste de la decisión a través de las ejecuciones concretas muestra la posibi-
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lidad de adaptación general del sistema, a la vez que puede corregir los proble-
mas de vinculación de la ejecución al centro decisional.

La adaptación de la Administración pública a su entorno, que variará depen-
diendo de las materias y de la cultura política y organizativa (Almond y Verba, 
1963; Chevallier y Loschack, 1986; Vilas, 1994; Khademian, 2000), ayuda al 
centro decisional a ajustarse a la realidad social. Sin embargo, es posible que se 
introduzcan intereses nuevos en la implementación y en la ejecución que sean 
distintos de los de la decisión. Algunos de ellos integran lo que la literatura 
científica asocia con las disfuncionalidades o el mal funcionamiento de la buro-
cracia o de la Administración pública (Merton, 1967; Zafirovski, 2001).

Por último, resulta evidente que los actuales límites del Estado ya no son 
válidos para encontrar el origen de la decisión (Borins, 1998). No hay que olvi-
dar que algunas posiciones del centro decisional en los países avanzados se 
encuentran fuera de las posiciones estatales, en organismos supranacionales o 
internacionales especializados (Wright, 1994). Es decir, quizá más que nunca 
se precisa la adaptación de una decisión a la realidad concreta de cada territorio 
afectado. En esta situación cumple un papel fundamental la Administración 
pública para evitar que se resienta la legitimidad de las instituciones que han 
adoptado la decisión.

2.4. La formación de la cultura administrativa

La Administración pública, además de implementar y ejecutar las decisio-
nes y de adaptarlas a su entorno, también transmite los valores, creencias, nor-
mas, racionalizaciones y símbolos que son necesarios para mantener la integra-
ción y el equilibrio del sistema actuando, de esta manera, como agencia de 
socialización; esta actividad de la Administración pública es una verdadera po-
lítica cultural que emana del centro político (Botella, 1998: 26 y ss.).

La Administración pública al realizar actuaciones o políticas las hace con 
una finalidad precisa y determinada, con un sentido teleológico. De ahí que 
tenga importancia el estudio de la cultura organizacional de las Administracio-
nes públicas (March y Olsen, 1989; Khademian, 2000; Vilas 2001). En este 
sentido tienen transcendencia las políticas formativas de los empleados públi-
cos, no tanto para que aprendan las últimas técnicas y habilidades, cada vez más 
semejantes al sector privado, sino por la transmisión de una serie de valores, 
creencias y estilos determinados necesarios para cumplir las decisiones adopta-
das. Cuando la Administración realiza actuaciones o servicios equivalentes al 
sector privado, no significa que deba hacerlos siguiendo los mismos valores y 
creencias. Esto sucede no sólo y fundamentalmente por el distinto «para qué» 
de la Administración pública, sino también porque los valores y creencias 
transmitidos desde el centro decisional para implementar y ejecutar una política 
pública o acción determinada pueden ser distintos a los que tenga el sector pri-
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vado para actuaciones análogas. Esto se puede observar, por ejemplo, en el caso 
de la ejecución de los programas relacionados con los servicios sociales en su 
significado amplio. Así, el sector no gubernamental, a diferencia de la Admi-
nistración y su sector público, no tienen por qué regirse por el principio de 
equidad.

Queda la cuestión del déficit de transmisión de la cultura emanada del cen-
tro decisional al filtrarse a través de la cultura organizativa de la Administra-
ción. La resistencia al cambio es una parte clásica de la literatura administrativa 
y muestra el choque entre distintos valores y creencias. También nos puede 
enseñar la existencia de distintas subculturas en una misma Administración. De 
esta manera, no se produce una transmisión automática de los valores emana-
dos del centro decisional o de los órganos de dirección de la Administración, 
siendo este aspecto uno de los que muestran la autonomía de la Administración 
respecto a la dirección política. También nos muestra que no es posible intro-
ducir procesos de cambio en una organización sin haber estudiado previamente 
los elementos de su cultura.

Las reflexiones anteriores abren el campo a la diferenciación entre la legiti-
midad por resultados por la actuación administrativa y la legitimidad institucio-
nal. Para algunos autores se mantenía una cierta linealidad entre ambas, de tal 
manera que a mayor legitimidad por resultados se producía una mayor legitimi-
dad institucional. Si la finalidad del centro decisional no es sólo hacer actuacio-
nes, y en ocasiones puede no serlo en absoluto, es necesario relativizar que la 
fuente de legitimidad de las instituciones políticas y administrativas provenga 
esencialmente de los resultados obtenidos con las políticas públicas. 

Se mantiene que el centro decisional determina el fin de las políticas públi-
cas, así como el de otra serie de actuaciones políticas y sociales y, a los efectos 
que ahora nos interesan, transmite valores, creencias y patrones culturales. Es 
decir, muestra un perfil determinado, un estilo de ejercicio del poder y de arti-
culación de la sociedad a través de las instituciones políticas y administrativas 
que transciende a los ocupantes coyunturales de dichas instituciones. Estos 
componentes de la legitimidad institucional se completan con el estilo de go-
bernar que transmiten cada una de las instituciones políticas concretas. Así, se 
puede afirmar que la legitimidad por resultados es una condición necesaria pero 
no suficiente para lograr la legitimidad institucional.

Si el ejercicio de la dominación concreta del poder a través de una serie de 
instituciones políticas y administrativas no es bien aceptado por los ciudadanos, 
nos podemos encontrar ante una carencia de legitimidad institucional. Esta ca-
rencia puede producirse aunque los resultados de la acción política y adminis-
trativa sean bien valorados por los ciudadanos. Esto explicaría, al menos en 
parte, por qué cuando se valoran mejor los servicios y prestaciones públicas 
esta mejoría no se traslada necesariamente a la valoración institucional de la 
Administración, de los partidos políticos, del Gobierno y del resto de los inte-
grantes del sistema político. Se podría decir que el ejercicio de la dominación 
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propia del poder político precisa de algo más que hechos, de eficacia, para sus-
citar la adhesión ciudadana; precisa también de sentimientos (Inglehart, 1991 
en Vilas, 2001). Cuando esto no se produce o se hace parcial o insatisfactoria-
mente, son las instituciones y sus integrantes los que reciben el rechazado por 
los sujetos comunes. Finalmente, la insatisfacción institucional o política por los 
ciudadanos puede trasladarse a la misma valoración de la democracia (Montero, 
Gunther y Torcal, 1998).

La legitimidad institucional requiere del adecuado ejercicio del poder por 
las instituciones encargadas de ejercer formalmente la dominación propia del 
poder político. De otra forma, se producirá un distanciamiento entre la política 
y el ciudadano que en su fase más aguda provoca que el sistema entre en un 
umbral de riesgo sistémico, antesala de la quiebra. Las formas de evitar ese 
distanciamiento son muy variadas, aunque la predominante en los sistemas po-
líticos avanzados actuales gira en torno a las diversas manifestaciones de la 
participación, a la que se han añadido los diversos instrumentos de la gobernan-
za (Prats, 2010). Sin embargo, apenas se incide en las reformas sustanciales de 
las instituciones básicas del sistema político, como es el sistema de partidos, el 
sistema electoral, etc. Esto es debido a que estas reformas, especialmente la 
electoral, sólo se producen en periodos de auténticos cambios de régimen (Ba-
ras y Botella, 1996: 35).

Nos encontramos, como resumen de este apartado, con una Administración 
compleja, que ejerce el poder político y que participa en sus decisiones; interre-
lacionada en su parte superior con otras posiciones de poder y en interacción 
con actores sociales a los que condiciona y es condicionada de forma variable 
por ellos; que interactúa con las instituciones políticas y con otras administrati-
vas, con el fin de dar cumplimiento a las decisiones conformadoras o para ejer-
cer el poder propio de la burocracia y de sus grupos; que ejerce la discreciona-
lidad en la adaptación de la decisión a la ejecución concreta; que es vehículo de 
transmisión de las decisiones, valores y creencias del centro político o decisio-
nal, pero que puede condicionarlos por su propia cultura organizativa y por sus 
propios intereses.

3. CONSIDERACIONES FINALES 

La dificultad de abarcar toda la actividad de las Administraciones contem-
poráneas, la dominación que ejercen sobre la sociedad, la existencia de una 
cultura política que se orienta preferentemente a los principios de gestión del 
sector privado frente a los principios públicos, la constatación de privilegios 
frente a la sociedad, el descrédito de la clase política y de los poderosos a ella 
asociados han hecho que la Administración pública se haya cosificado, proyec-
tando una imagen estereotipada para los ciudadanos y también para una parte 
de sus estudiosos. En esta cosificación se olvida, más o menos deliberadamen-
te, el papel esencial que la Administración pública tiene encomendado para 
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mantener la cohesión social y para garantizar los derechos y deberes de los 
ciudadanos; para mantener y fortalecer la democracia.

Algunos de los enfoques que tratan o han tratado a la Administración públi-
ca lo han hecho sobre un objeto que es real sólo parcialmente. Se han estudiado 
sus desviaciones sobre un modelo ideal weberiano o de la perfecta empresa 
privada que no existen y de ahí se ha pasado en algunas ocasiones a condenar a 
la Administración por su separación de lo formalmente correcto. Los aspectos 
informales en las organizaciones públicas pasan, así, a considerarse muchas 
veces desviaciones de la decisión formal. Hay que hacer notar que esto no sue-
le ocurrir con las organizaciones privadas en las que el estudio de los aspectos 
culturales se convierte en un elemento estratégico para lograr la eficiencia pro-
ductiva (Castresana y Blanco, 2001).

Tenemos un objeto deformado por nuestra memoria histórica, por su enorme 
volumen y diversidad y por efecto de las consideraciones realizadas al principio 
de este epígrafe. Lo cierto es que cuando se contrasta la eficacia individualizada 
de los servicios públicos con los servicios privados de similar naturaleza –edu-
cativos, sanitarios, de servicios sociales– la Administración pública no suele sa-
lir mal parada, teniendo algunos servicios mayor prestigio que en los homólogos 
del sector privado –atención hospitalaria, enseñanza universitaria (De Miguel y 
De Miguel, 2001; CIS, 2009: 2.788; CIS, 2009: 2.823; CIS, 2008: 2.785)–. Sin 
embargo, no se ha conseguido trasladar la mejora de los resultados, cuando se 
producen, a una apreciación satisfactoria de la institución Administración públi-
ca ni de sus integrantes y dirigentes. Por tanto, no parece que la clave para lograr 
una mejor legitimidad institucional sea encaminar todos los esfuerzos políticos y 
de reforma administrativa principalmente a mejorar los resultados. De lo que se 
trata es de descubrir las claves de valoración ciudadana y sus referentes de con-
secución en relación con la Administración pública para poder alinear las actua-
ciones públicas con los referentes de verificación ciudadanos (Arenilla, 2003).

Desde la perspectiva anterior es lógico que la burocracia participe de la 
«mala imagen» de la Administración pública, llegándose a confundir una con 
la otra. Esto tiene su fundamento en que, a diferencia del sector privado, se 
produce una confusión efectiva entre la institución y sus integrantes al no exis-
tir el equivalente a la propiedad del sector privado que diferencia entre la em-
presa y sus miembros. De ahí que los estudios sobre la desviación formal de la 
decisión política se centren especialmente en la burocracia y que esta sea centro 
de atención en relación con las medidas a adoptar para mejorar los resultados de 
la Administración pública. Debido a esto, a la burocracia también se le achaca 
una gran responsabilidad en la mala imagen de la Administración pública y por 
ello se manifiesta muchas veces con evidente frustración que no es posible re-
formar la Administración pública debido al boicot más o menos encubierto de 
los burócratas (Bodiguel, 2001). 

Esta línea de pensamiento parte de la necesidad del sometimiento de la bu-
rocracia al poder político. Sin embargo, este enfoque apenas profundiza en la 
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necesidad de plantear un cambio cultural en primer lugar en los dirigentes polí-
ticos de la Administración pública. La realidad muestra que la relación domi-
nante en las Administraciones públicas es un modelo de relación simbiótica 
entre políticos y burócratas en las que ambos ganan si no alteran el statu quo 
institucional y cultural. Desde esta perspectiva, se puede aventurar que ninguno 
de los dos colectivos está realmente interesado en cambiar la cultura adminis-
trativa actual.

La impotencia que muchas veces siente el responsable político ante la Ad-
ministración pública se puede manifestar en la necesidad de incorporar enfo-
ques importados de otros países u otras Administraciones nacionales. Sobre 
esta cuestión hay que hacer, al menos, dos consideraciones. La primera hace 
referencia al contexto cultural político y administrativo en el que se ha produ-
cido el enfoque o las medidas que se pretenden importar. Baste señalar que no 
se suele tener el mismo cuidado con los aspectos culturales vinculados a la 
Administración pública que cuando, por ejemplo, se consideran reformas en 
otros elementos de las instituciones políticas como la legislación electoral. En 
este caso se tiene en cuenta, como es lógico, la tradición y la cultura política. 
Sería deseable que estas precauciones se tomasen también cuando se trata de la 
modernización o la reforma administrativa. No es ajeno a esto el hecho de que 
no existan muchos estudios no jurídicos sobre nuestra historia administrativa. 
Probablemente conocemos mejor en las últimas décadas los aspectos culturales 
de algunos países, especialmente los anglosajones, que los elementos clave de 
la cultura administrativa española.

El segundo aspecto que ahora se quiere destacar de la incorporación de ele-
mentos culturales administrativos foráneos es que en muchas ocasiones nos 
encontramos con el anuncio de un cambio meramente nominal. Cuando esto 
sucede, normalmente se actúa por inercia de una necesidad percibida de forma 
generalizada de modernización administrativa y que puede estar sugerida por 
organismos internacionales (Borins, 1998). Nos encontramos no ante un deseo 
de cambio, sino ante una moda urgente o pasajera, aunque no podemos dejar-
nos engañar por el hecho de que se prolongue en el tiempo y que a las propues-
tas de reforma iniciales se vayan añadiendo nuevos complementos o incluso 
rediseños más o menos profundos. Los efectos de todo ello no suelen ser más 
que arañar la superficie de la Administración pública y producir una decepción 
más en el personal a su servicio, así como un cierto hastío en los ciudadanos 
que pueden percibir esos movimientos periódicos como costosas campañas de 
publicidad de los dirigentes políticos de turno. A estos fenómenos no son ajenas 
las empresas u organizaciones de consultoría pública.

Como conclusión, hay que señalar que la Administración pública tiene una 
posición central en la vida política y ciudadana y posee rasgos culturales signifi-
cativos y diferenciadores. Es esta posición la que determina que las cuestiones 
relativas a la gestión pública tengan implicaciones políticas. Aclaramos que no se 
apunta a las cuestiones de carácter aplicativo o tecnológico, sino a las referidas al 
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modo en que se cumplen los fines que tiene encomendados. Esto hace que sea 
necesario reflexionar, aunque sea brevemente, sobre la necesidad de que en la 
Administración pública se dé una adecuada combinación entre las funciones ad-
ministrativas –los tipos de actividad– y los medios o factores administrativos con 
los que logra sus objetivos. Finalmente, los esfuerzos en la mejora del rendimien-
to de la Administración y de sus integrantes serán ineficaces si no se produce un 
cambio cultural transcendente en los dirigentes políticos que les lleve a ejercer  
un liderazgo ético y democrático en la Administración y en la sociedad.
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